10
Acción de Tutela 
66001-22-05-000-2016-0000116-00

Ofelia Cardona Cardona, agente oficiosa de Carlos Manuel Cardona Aguirre vs Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda y otros


REPÚBLICA DE COLOMBIA

[image: image1.wmf] 

 


TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN LABORAL
Radicación Nro. :

66001-22-05-000-2016-00116-00 
Referencia: 

Acción de Tutela
Accionante: 

Ofelia Cardona de Cardona como agente oficiosa del señor Carlos Manuel Cardona Aguirre.
Accionante: 
Dirección de Sanidad Militar y otros
Providencia: 
        Sentencia de primera instancia
Magistrado Ponente:      Issa Rafael Ulloque Toscano

Tema a Tratar: 

Acción de Tutela – Derecho a la Salud – De los gastos de transporte:
Sobre el particular, la Corte Constitucional en sentencia T-650 de 2015 indicó: “Con todo, esta Corte ha encontrado situaciones que si bien no se enmarcan dentro de los casos enunciados por la Resolución, indefectiblemente implican el traslado de los pacientes para poder acceder a los servicios de salud. Esta responsabilidad de traslado, en un inicio, se encuentra a cargo del paciente y su familia; sin embargo, cuando sü capacidad económica les impide movilizarse, la responsabilidad se traslada a la EPS en ciertos eventos.
Del tratamiento integral:
Frente a la integralidad del tratamiento, ha dicho la jurisprudencia constitucional que la atención y el tratamiento a que tienen derecho las personas que se encuentran afiliadas al sistema de seguridad social en salud, son integrales, es decir, que debe contener todo el cuidado, suministro de medicamentos, cirugías, exámenes de diagnóstico, tratamientos de rehabilitación y todo aquello que el médico tratante considere necesario para salvaguardar o recuperar la salud del paciente o para minimizar sus padecimiento, de manera tal que pueda llevar una vida en condiciones dignas, sin que, por cada uno de estos servicios, el paciente se vea avocado a iniciar una acción de tutela.

Pereira, mayo veintisiete (27) de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 27 de mayo de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por la señora OFELIA CARDONA CARDONA actuando como agente oficiosa del señor CARLOS MANUEL CARDONA AGUIRRE, ante la presunta violación de los derechos fundamentales a la vida, a la salud, a la seguridad social, a la vida en condiciones dignas, de los adultos mayores y el trato digno.
IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Carlos Manuel Cardona Aguirre, identificado con cédula de ciudadanía No. 17.626.852. 
ACCIONADOS:
Ministerio de Defensa, representado por el señor Ministro, doctor Luis Carlos Villegas.
Dirección General de Sanidad Militar, representada por el señor Mayor General de Aire Julio Roberto Rivera Jiménez.
Armada Nacional, representado por su Director, Capitán de Navio Germán Arango Jaramillo.
Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda, representada legalmente por su Directora, Capitán Teresa Liliana Leyva Quintero.
SENTENCIA

I. ANTECEDENTES

Relata a agente oficiosa que su hermano tiene 63 años y que pertenece al sistema de seguridad social en salud a través de sanidad militar, que el 18 de febrero fue remitido de Puerto Leguízamo (Putumayo) al Hospital Militar en Bogotá como paciente con “diabetes mellitus insulinodependiente con complicaciones renales” y a su vez remitido a esta ciudad donde se encuentran sus familiares cercanos y la Unidad Renal RTS Sucursal Pereira Servicio de Nefrología.
Indica que cuando fue dado de alta del Hospital Militar tuvo que alojarse en un hotel “miserable” mientras un hermano conseguía recursos para poderlo trasladar en avión hasta la ciudad de Pereira, porque Sanidad no le suministró transporte, a pesar de tratarse de un paciente “invalido” que estuvo dos meses solo hospitalizado porque sus descendientes viven en la Costa Atlántica y Puerto Leguizamón.
Refiere que vive en el Barrio Cuba y la Unidad Renal se encuentra ubicada en el Barrio Los Álamos, traslado que debe hacer 3 veces a la semana que le cuesta cada uno $40.000, dinero con el que no cuentan, por lo que solicitaron el cubrimiento al Dispensario Médico del Batallón San Mateo, pero no se lo han concedido.
Aduce finalmente que también requiere de un caminador porque casi no puede moverse y está a cargo de su hermana que también es una adulta mayor, que además tiene a cargo a su progenitor de 83 años.
Conforme a lo anterior, solicitó como medida provisional que se le autorizara el transporte puerta a puerta de su residencia a la unidad renal. Adicionalmente pide que se les ordene a las accionadas el cubrimiento total e integral de su salud, además de un cuidador por 12 horas diarias y un caminador.
II. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA:
Dentro del término de traslado las autoridades accionadas allegaron escritos en los que manifestaron lo siguiente:
· La Dirección de Sanidad Militar -fls. 25 y s.s.-, indicó que sólo le asiste competencia para desplegar funciones administrativas, de tal manera que las asistenciales son prestadas a través de unidades propias de cada una de las Fuerzas Militares, es decir, por casa dirección de sanidad. Aclaró que el accionante se encuentra en “estado activo” por lo que tiene acceso a los servicios en salud que requiera a través de los establecimientos de sanidad militar del Ejército. 
· Dirección de Sanidad de la Armada Nacional –fls. 27 y s.s.-, sostiene que solo le está dado autorizar los medicamentos, exámenes, terapias o insumos que sean ordenados por el médico tratante, requisito que no se cumple respecto al cuidador y al caminador que se solicitan. Frente a la capacidad económica de accionante refiere que este tiene 5 hijos, de los cuales 3 están vinculados a las Fuerzas Militares, de lo cual se advierte que pueden atender las necesidades de transporte de su progenitor y que este lo que debe es iniciar un proceso de alimentos en contra de ellos.
Refiere que Sanidad Militar de Pereira le informo el 18 de mayo que estaba suministrando el transporte requerido por el accionante. Por ultimo indica que no se cumple con el requisito de la subsidiariedad porque el accionante debió haber ejercido en primer lugar una acción de alimentos en contra de sus hijos. 

· Sanidad Militar del Batallón San Mateo –fls. 33 y s.s.- aclara que es una institución prestadora de servicios de salud y por lo tanto, no administra recursos para poder atender la pretensión del transporte y, en relación con el cuidador, esta petición debe estar fundada en la decisión y prescripción del médico tratante.
III. CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 
¿En el presente asunto se advierten vulnerados los derechos fundamentales del accionante por la falta de autorización y suministro de transporte para acudir a su tratamiento de hemodiálisis?

En caso positivo, ¿es procedente ordenar a la accionada que brinde el tratamiento integral en relación con las patologías que presenta el actor?
Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
Derecho a la salud 

Frente a este derecho, la H. Corte Constitucional ha expuesto reiteradamente lo siguiente:

“En la sentencia T-760 de 2008 esta Corporación recogió y sistematizó las principales reglas desarrolladas por la copiosa jurisprudencia constitucional sobre el derecho a la salud. Particularmente, señaló que las personas tienen derecho a acceder a los servicios de salud que se requieran. Esto trae consigo varias consecuencias. Primero, que las entidades correspondientes deben garantizar el acceso a todos los servicios de salud contemplados dentro de los planes obligatorios de salud.
 
Segundo, que las entidades de salud tienen la obligación de proveer los servicios de salud que no están incluidos en los planes obligatorios de salud, cuando:
 
“(i) la falta del servicio médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere; (ii) el servicio no puede ser sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio; (iii) el interesado no puede directamente costearlo, ni las sumas que la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio se encuentra autorizada legalmente a cobrar, y no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo beneficie; y (iv) el servicio médico ha sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo.”[2]   
 
En este sentido, ha dicho la Corte que una entidad viola el derecho a la salud si se constata que ha negado la autorización de un servicio no incluido en el plan obligatorio, cuando “se requiera [que reúna las condiciones (i), (ii) y (iv)] con necesidad [condición (iii)]”[3].
 Tercero, que la prestación del servicio de salud debe ser eficiente, oportuno y con calidad. Primordialmente, este componente del derecho se desconoce cuando la negación para la autorización de un servicio incluido o no en el POS es justificada por parte de la EPS, debido a la falta de realización de trámites administrativos que, desde una perspectiva constitucional, carecen de razonabilidad puesto que son excesivos, demorados y engorrosos. Si bien puede exigirse llevar a cabo algunas formalidades administrativas, estas no pueden llegar al punto de obstaculizar y amenazar el goce de la vida y la integridad personal de quien requiere el servicio.
 Cuarto, que la prestación del servicio de salud debe ser integral y continua. Para la Corte, la integralidad consiste en que la entidad responsable debe autorizar todos los servicios de salud que el médico tratante determina que un paciente requiere, sin que le sea posible fraccionarlos, separarlos, o elegir alternativamente cuáles de ello aprueba en razón del interés económico que representan”. (negrillas fuera del texto original).
De la atención en salud en el sistema especial de las Fuerzas Militares 

La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, indica que el Sistema General de la Seguridad Social no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional.
Mediante la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, se reguló el régimen especial de salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, dicha normativa definió la sanidad como el servicio público de salud esencial que se dirige a atender las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y sus beneficiarios; así mismo, determinó que el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP) es el organismo rector y coordinador de ese Sistema de Salud, instancia que  le corresponde aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial, al igual que los planes complementarios de salud, de acuerdo a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud.
Este especial Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, se encuentra regulado en el Decreto 1795 de 2000, normativa que a la altura del artículo de 2000 refiere que la SANIDAD es “un servicio público esencial de la logística militar y policial, inherente a su organización y funcionamiento, orientada al servicio del personal activo, retirado, pensionado y beneficiarios.”
 
El objeto del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional está establecido el artículo 5º ibídem que dispone: “prestar el Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios. (...)”, con carácter obligatorio, a través de los establecimientos de sanidad, con plena observancia de los principios, de calidad, ética, eficiencia, universalidad, solidaridad, protección integral, obligatoriedad, equidad y racionalidad, entre otros, que orientan la prestación del servicio de salud (artículo 6º).
Finalmente se tiene que en cumplimiento de sus funciones, el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional profirió los Acuerdos Nº 002 de 2001 “Por el cual se establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial” y 042 de 2005, “Por el cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”, documentos que fungen como Plan Obligatorio de Salud.

Frente a este régimen especial y su Plan Obligatorio de Salud, ha manifestado la H. Corte Constitucional que sus beneficios o cubrimientos no pueden ser inferiores a los que rigen dentro del sistema general.
De los gastos de transporte 

Sobre el particular, la Corte Constitucional en sentencia T-650 de 2015 indicó: 

“Con todo, esta Corte ha encontrado situaciones que si bien no se enmarcan dentro de los casos enunciados por la Resolución, indefectiblemente implican el traslado de los pacientes para poder acceder a los servicios de salud. Esta responsabilidad de traslado, en un inicio, se encuentra a cargo del paciente y su familia; sin embargo, cuando sü capacidad económica les impide movilizarse, la responsabilidad se traslada a la EPS en ciertos eventos. En sentencia T-l29 de 2014 esta Corte recordó lo siguiente:

"Si bien el transporte y el hospedaje del paciente no son servicios médicos, en ciertos eventos el acceso al servicio de salud depende de que al paciente le sean financiados los gastos de desplazamiento y estadía en el lugar donde se le pueda prestar atención médica. (...) Así pues, toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que impidan a una persona acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando éstas implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existen instituciones en capacidad de prestarlo, y la persona no puede asumir los costos de dicho traslado. "

De esta forma, la Corte ha concluido que las EPS tienen el deber de garantizar a los pacientes, el transporte que no se encuentre cubierto por el POS cuando:

"(i) Ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y

(ii) De no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario. "

Así mismo, atendiendo a que en muchas ocasiones las personas que requieren el servicio de salud deben ser asistidas por terceros con ocasión de las patologías que sufren o de su avanzada edad, esta Corte ha dicho en relación con el servicio de transporte para los acompañantes de los pacientes que el mismo se les prestará siempre que la persona:

"(i) Dependa totalmente de un tercero para su movilización

 ii) Necesite de cuidado permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y,

(iii) Ni el paciente ni su familia cuenten con los recursos económicos para cubrir el transporte del tercero"

Del tratamiento integral. 

Frente a la integralidad del tratamiento, ha dicho la jurisprudencia constitucional que la atención y el tratamiento a que tienen derecho las personas que se encuentran afiliadas al sistema de seguridad social en salud, son integrales, es decir, que debe contener todo el cuidado, suministro de medicamentos, cirugías, exámenes de diagnóstico, tratamientos de rehabilitación y todo aquello que el médico tratante considere necesario para salvaguardar o recuperar la salud del paciente o para minimizar sus padecimiento, de manera tal que pueda llevar una vida en condiciones dignas, sin que, por cada uno de estos servicios, el paciente se vea avocado a iniciar una acción de tutela.

Al respecto en la sentencia T-022-2011 se afirmó:
  “la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.”
 (Subrayado fuera de texto).

Caso concreto:
Se encuentra acreditado dentro del infolio que el accionante recibe los servicios de salud en calidad de beneficiario de su hijo Carlos Andrés Cardona Cleves a través de la Dirección General de Sanidad Militar, pues así se extrae de los documentos visibles a folios 31 y 32.
De la copia de la historia clínica y de la epicrisis visibles a folios 6 a 10, se advierte que en realidad se trata de un paciente de 62 años con diagnóstico de diabetes mellitus insulinodependiente con complicaciones renales, pero que además padece HTA, hipotiroidismo e insuficiencia cardiaca, siendo tratado actualmente por su enfermedad renal crónica en el Servicio de Nefrología – Unidad Renal de la RTS – Sucursal Pereira, donde debe acudir los días lunes, miércoles y viernes de 4:30 p.m. a 8:30 p.m. a sesiones de hemodiálisis –fl. 11-.
Conforme la jurisprudencia traída a colación, las entidades prestadoras de los servicios de salud, para hacer efectivo el disfrute de este derecho debe disponer las acciones pertinentes y asumir los gastos que requiera el paciente con el fin de acudir a las citas, valoraciones o tratamientos que le hayan sido prescritos por su médico tratante, siempre y cuando se cumplan unos requisitos a saber:
Que dependa totalmente de un tercero para su movilización y necesite de cuidado permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas, frente a estos aspectos no se presenta ninguna dificultad dado que como se ha indicado, el accionante cuenta con 63 años de edad y tiene múltiples padecimientos, amen que está al cuidado de su hermana que también es una adulta mayor y que además cuida de su progenitora de 83 años de edad. También debe considerarse que en el escrito de amparo, aunque no existe evidencia médica de que ello sea así, se indicó que el actor requiere un caminador para sus desplazamientos.
Que de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario, es evidente que la falta de tratamiento de la enfermedad renal crónica, a través de la hemodiálisis conlleva inexorablemente que al paciente se le presenten complicaciones tales como: la elevación del potasio y las toxinas en la sangre así como dificultad respiratoria por exceso de líquidos en el organismo, paro cardiorespiratorio y como consecuencia final la muerte.
Que ni el paciente ni su familia cuenten con recursos económicos para cubrir el transporte del tercero, este requisito no se advierte cumplido, toda vez que conforme fue informado por la Dirección de la Armada Nacional el actor se encuentra vinculado a la Dirección de Sanidad en calidad de beneficiario de uno de sus hijos, pero que en realidad en esta entidad laboran 3 de sus descendientes, quienes en atención al extracto jurisprudencial citado son quienes de conformidad con el principio de solidaridad son los llamados a atender los gastos de transporte del señor Cardona; por lo tanto, la Sala no accederá a este pedimento.
Ahora bien, se indica en la solicitud de amparo que también se requiere un cuidador y un caminador, sin embargo, no se evidencia dentro de la actuación orden o prescripción médica para las mismas, por lo que no le es posible al Juez Constitucional avalar esta solicitud, pues ha sido reiterada la jurisprudencia de la Corte Constitucional al indicar que los tratamientos, medicamentos o insumos, entre otros solo pueden ser ordenados por el médico tratante, es decir, se trata exclusivamente de competencia de éste donde ni el paciente ni la Judicatura deben inmiscuirse.
No obstante lo anterior, como se deprecó el tratamiento integral de sus patologías y al mismo se accederá, la entidad responsable tendrá especial atención para que de ahora en adelante autorice y suministre las atenciones, valoraciones, citas, medicamentos, insumos, etc, que tengan relación directa con las patologías descritas en este proceso especial, con el fin de que no tenga que acudir a una nueva acción constitucional, en caso de que le sea negado un servicio o se presente tardanza en su autorización.

De otro lado, teniendo en cuenta que el señor Cardona es una persona de la tercera edad --recuérdese que tiene 62 años de edad- y debe ser sujeto de una especial protección por parte del Estado, en este caso, por intermedio de la Dirección de Sanidad del Batallón San Mateo, teniendo en cuenta que es a ella a quien le corresponde prestar los servicios de salud de sus afiliados y en este momento, el accionante se encuentra domiciliado en la ciudad de Pereira y por lo tanto, adscrito a esa unidad militar, las ordenes se emitirán a cargo de ella.

Consecuente con lo hasta aquí considerado, se tutelará el derecho a la salud del accionante y se ordenará a la Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda, a través de la Directora del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, capitán Teresa Liliana Leyva Quintero que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, realice todas las gestiones necesarias para asegurar el tratamiento integral del señor Cardona Aguirre en relación con los diagnósticos que padece.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Cuarta de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular el señor CARLOS MANUEL CARDONA AGUIRRE. 
SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda, a través de la Directora del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, capitán Teresa Liliana Leyva Quintero que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, realice todas las gestiones necesarias para asegurar el tratamiento integral del señor Cardona Aguirre en relación con los diagnósticos que padece.


TERCERO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.
CUARTO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN        JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

         Magistrada    




Magistrado

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ver también sentencias T- 212 de 2011, T-339 de 2013 y T-l05 de 2014, entre otras.


� Sentencia T-l61 de 2013. Ver también sentencias T-346 de 2009, T-l 11 de 2013, T-206 de 2013 y T-l54 de 2014, entre otras.


� Sentencia T-346 de 2009.  Ver también sentencias T-511 de 2008, T-636 de 2010,  T-085 de 2011, T-212 de 2011, T-233 de 2011, T-067 de 2012, T-073 de 2012, T-440 de 2012, T-524 de 2012, T-566 de 2012, T-652 de 2012, T-655 de 2012, T-655 de 2012, T-926 de 2012, T-033 de 2013, T-073 de 2013,  T-l11 de 2013, T- 161 de 2013, T-206 de 2013, T-337 de 2013, T-560 de 2013, T-656 de 2013, T-671 de 2013, T-679 de 2013, T-745 de 2013, T-780 de 2013, T-920 de 2013, T-930 de 2013, T-154 de 2014, T-155 de 2014, T-196 de 2014, T-216 de 2014, T-266 de 2014, T-742 de 2014, T-659 de 2014 y T-056 de 2015, entre muchas otras.





� Corte Constitucional. Sentencia T-022 de 2011. M.P. Luís Ernesto Vargas Silva. 





